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La globalizacién de la economia y las innovaciones de las telecomu-
nicaciones, asi como el proceso de democratizacién de algunos regi-
menes politicos, han incidido en la participacién de la sociedad civil en
la toma de decisiones del quehacer gubernamental mediante un proceso
de negociacién. Se trata de un proceso relacional donde los diversos
actores pueden actuar porque poseen cierta informacién y poder que
resultan necesarios para una toma de decisiones eficaz. A esta nueva
forma de gobernar se le ha llamado nueva gobernanza. Estos son los
aspectos que analiza Freddy Marifez Navarro, catedratico de la Escuela
de Graduados en Administracién Puablica y Politica Publica (EGap).

La obra se divide en dos partes. La primera inicia con un estudio
introductorio, dedicado a la visién estadocéntrica. Le siguen cinco ca-
pitulos tedricos, en los cuales se analizan los elementos constitutivos de
la nueva gobernanza. La segunda parte revisa cuatro politicas publicas
implementadas en Nuevo Ledn; la dltima de estas se observa de forma
comparativa con una que se puso en marcha en Belén, Costa Rica.

En el estudio introductorio, Marifiez Navarro examina las caracte-
risticas de la visién estadocentrista que predominé hasta la década de
los afios setenta en las politicas publicas y en la administracién publica,
asi como los fenémenos que influyeron en el paso de un Estado como
actor nico en el quehacer gubernamental hacia un Estado como actor
central en esa tarea.
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De acuerdo con la visidén estadocéntrica, el Estado ejercia un control
autoritario de los aparatos burocréticos, disponia de los recursos exis-
tentes y definia su orientacién, mientras ignoraba que lo publico hace
referencia a lo que es de interés de la comunidad, lo cual suponia una
participacién de esta en el quehacer gubernamental. La legitimidad de
esta visién descansaba en un conjunto de reglamentaciones, donde se
definian las actividades a las cuales podian tener acceso los actores.

Entre los afos setenta y ochenta, la visién estadocéntrica resultd
inoperante, pues el Estado dejé de tener el monopolio sobre el flujo
de la informacién, asi como de los recursos politicos e institucionales
necesarios para gobernar.

Frente a las deficiencias del modelo tradicional de gobierno, Ma-
rifiez propugna por la participacién de agentes gubernamentales y no
gubernamentales, que operen con base en las redes de politicas, las cua-
les hacen referencia a un conjunto de relaciones mds o menos estables
entre diversos actores auténomos, que al perseguir objetivos comunes
se insertan en una relacién de cooperacién.

Desde el estudio introductorio, Marifiez Navarro destaca la impor-
tancia que tienen las redes de politicas como un nuevo paradigma en el
estudio del proceso de hechura de las politicas pablicas. Aunque Agui-
lar Villanueva refiere que las politicas ptblicas son decisiones de gobier-
no, estas decisiones constituyen una expresién de decisiones colectivas
democrdticas. Esto queda claro en el mismo concepto de Aguilar Vi-
llanueva, para quien las politicas ptblicas son: “decisiones de gobierno
que incorporan la opinién, la participacién, la corresponsabilidad y el
dinero de los privados, en calidad de ciudadanos electores y contribu-
yentes” (2000: 26). De la revisién teérica que realiza Marinez Navarro
en torno a las politicas publicas, concluye que estas incorporan tres ele-
mentos. Primero, la importancia de las decisiones en las cuales estd im-
plicito el conflicto debido a la diversidad de intereses de los actores in-
volucrados. El segundo elemento es la existencia de las acciones. Existe
politica ptblica cuando esta se ejecuta. En este sentido, la decisién lleva
a una accién. El dltimo elemento de las politicas publicas se relaciona
con el alcance de lo publico (autoridad y legitimidad). Esta relacién es
explicada por Yves Meny y Jean Claude Théenig asi: “Una autoridad se
considera publica si ejerce funciones de gobierno sobre administrados y
territorios definidos, especialmente como depositaria de la legitimidad
estatal, dotada de potestades ptblicas” (Meny y Théenig, 1992, citados
por Marifiez Navarro, p. 25).
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En el primer capitulo, “El capital informacional en sociedades en
red de politica’, Marifiez Navarro destaca la importancia que tiene el
capital informacional en las sociedades regidas por gobiernos democra-
ticos y esta es una de las aportaciones mds significativas de su libro.

Al referirse al proceso de apropiacién de la informacién por parte de
los actores sociales, el capital informacional se perfila como un compo-
nente esencial en la nueva estructura administrativa caracterizada por
la descentralizacién, pues hace mds democréticas las relaciones entre los
prestadores de servicios y los ciudadanos y acrecienta la eficacia.

En el marco de la nueva gobernanza, la nocién de capital informa-
cional se relaciona de una manera muy estrecha con el concepto gestion
de conocimiento, el cual hace alusion a la cooperacion entre actores para
la generacién de informacién y conocimiento con el propésito de “me-
jorar la consecucién de los objetivos”, pero de la cooperacién de que se
trata es aquella que se basa en redes. Para concretar el capital informa-
cional y la gestién del conocimiento, un gobierno democrdtico debe
fomentar la cultura del aprendizaje y la sensibilizacién en el uso de la
tecnologia de la informacién entre los ciudadanos.

El segundo capitulo, “Necesidad de la reforma politica de la ad-
ministracién publica”, se desarrolla alrededor de los cambios que han
generado la economia globalizada, las innovaciones en las telecomuni-
caciones, asi como la democratizacién de los regimenes politicos, los
cuales son factores que han sido determinantes en la reformulacién de
la relacién entre gobernantes y ciudadanos, pero también entre gober-
nantes y funcionarios publicos. Sin embargo, en muchos de esos re-
gimenes prevalece un desfase entre el marco normativo y las pricticas
administrativas. Este hecho justifica una reforma politica de la adminis-
tracién publica que contemple y legitime la nueva relacién de agentes
no gubernamentales con instituciones de la administracién piblica, por
una parte, y que considere la participacién y responsabilidad de los
funcionarios de rango bajo y de la ciudadania en torno al destino de los
recursos publicos, por el otro. En el caso de los funcionarios puablicos,
la reforma debe contemplar la nocién de la ética del liderazgo publico,
donde se consideran aspectos como el valor publico y la rendicién de
cuentas. En cuanto a la participacién ciudadana, la reforma debe dotar
a los ciudadanos de auténticos medios de influencia sobre la adminis-
tracién publica que, a su vez, permitan un reequilibrio de poder, pero
también de mejores mecanismos de control que aseguren la eficacia de
la administracién publica.
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Marinez, en el tercer capitulo, hace una revisién acerca de los origenes
del Estado de bienestar y sus componentes, donde resalta los de cardcter
social. Plantea que los diversos estudios alrededor del Estado de bienestar
conducen a afirmar que en la actualidad este enfrenta una serie de criticas
y problemas, producto de cambios politicos y econdémicos.

Ademids de los problemas de financiamiento del Estado benefactor
y de los cambios socioecondémicos generados en el orbe, existe otro fe-
némeno que influyé en la crisis del Estado de bienestar. Como sostiene
Gianfranco Pasquino (2000, citado por Marifiez, p. 75), el Estado de
bienestar, al estar sustentado en la base de la intervencién y el corpora-
tivismo, restringié la esfera democrética donde subyacen valores como
la libertad, el Estado de derecho y el derecho que poseen los ciudadanos
de decidir el espacio y la magnitud que le otorgan a otros valores, como
la justicia social, la igualdad y la solidaridad.

Ante la crisis del Estado de bienestar surgieron dos escenarios como
opciones. El primero de ellos fue el Estado neoliberal cuyo eje central
es la transferencia de un nimero mayor de funciones reguladoras a las
fuerzas del mercado. El otro escenario, que coincide con la propuesta
del catedritico de la EGgap, descansa en una reformulacién de las fun-
ciones del Estado y una creciente participacién ciudadana que conlleve
a una reconsideracién del espacio publico. Se trata de una reconfigura-
cién de la relacién entre Estado, sociedad civil y sector privado, cada
uno de ellos con ciertas responsabilidades. Pero también en el rescate de
ciertos valores democriticos como la solidaridad.

El cuarto capitulo, “La politica democrdtica para la calidad de las ins-
tituciones publicas”, se dedica a explicar la politica democrdtica, entendi-
da como acciones politicas que se adecuan a un marco institucional, y se
le relaciona con la ética y los actores en las decisiones publicas. El autor
subraya la importancia que tiene la democratizacién en el dmbito elec-
toral y administrativo como sustento de la calidad de las instituciones
democrdticas. Para que el proceso democratizador pueda concretarse,
considera que las instituciones publicas democraticas deben construir
espacios publicos donde se estructuren y procesen demandas que poste-
riormente puedan convertirse en decisiones publicas democraticas.

Los espacios publicos son aquellas instancias deliberativas que per-
miten el reconocimiento de nuevos actores y temas. Son instancias en
las cuales los actores tienen voz propia y son heterogéneas en el sentido
de que reflejan la pluralidad social y politica. Como Marinez Navarro
puntualiza, la cristalizacién de la deliberacién supone la existencia de
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una politica democrdtica que contribuya a la creacién de canales insti-
tucionales y de un marco normativo que permita y estimule un mayor
acercamiento entre el Estado, el régimen y la ciudadania (p. 85).

Sin embargo, la deliberacién, entendida como un proceso de con-
versacion racional, no es un proceso suficiente para llegar a acuerdos en
un contexto donde prevalecen el conflicto abierto y grandes diferencias
de poder (Blauert er al., 2006: 604). Estos autores argumentan que
para que un espacio para la participacién o el proceso deliberativo sea
eficaz, necesita brindarle a los sujetos seguridad ontoldgica porque asi
los habilita en la bisqueda o reforzamiento del respeto a si mismos y
la autoestima, elementos necesarios para los procesos de negociacién
con los “otros”. Desde esta perspectiva, sin ese “sentido de ser” o de
“confianza bdsica”, los sujetos carecen de toda experiencia de una comu-
nidad interior. Para la construccién de esta, se requiere que ese espacio
deliberativo considere la necesidad de que las distintas voces sean escu-
chadas, lo cual habla de un compromiso en el didlogo, sustentado en la
tolerancia y la persistencia. En este sentido, es necesario que el proceso
deliberativo vaya mds alld de lo racional y considere lo emocional.

Después de analizar tres modalidades del comportamiento ético en
la politica —la del Estado justo, la del realismo politico y la del Estado
legitimo— Marifiez Navarro retoma este tltimo para relacionar la ética
con la politica democrdtica. El comportamiento ético vinculado a un
Estado legitimo basa su concepto de poder en “la conjuncién de la li-
bertad individual y civil con la autoridad legitima del Estado” (p. 80).
En este tipo de Estado, las distintas relaciones son reguladas conforme a
un orden institucional consensuado, promotor del interés publico y ga-
rante de los derechos humanos. La legitimidad de este Estado descansa
en el reconocimiento publico de ese marco institucional.

El comportamiento ético vinculado al Estado legitimo reconoce un
marco normativo de justicia sustentado en un creciente equilibrio de
poderes y el Estado de derecho, con lo cual se genera un régimen po-
litico democrdtico donde la participacién y la rendicién de cuentas se
constituyen en elementos clave.

En las democracias representativas, la rendicién de cuentas se expre-
sa a través de dos vias: la rendicién de cuentas electoral y la rendicién
de cuentas societal o social. En el primer caso, los partidos politicos re-
presentan el instrumento fundamental de la accountability electoral. La
rendicién de cuentas social incorpora la esfera publica y la sociedad civil.
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Con relacién a la ética democrdtica, las dos vias de rendicién de cuentas
estdn sustentadas en los principios de publicidad y transparencia.

En el dltimo capitulo tedrico del texto de Freddy Marifiez, titulado
“Participacién y accién publicas. Esfuerzos para una nueva forma de
hacer politica publica”, se analiza la relacién que guardan la participa-
cién ciudadana, una ciudadania activa y la calidad de la democracia.

En un régimen democritico la participacién ciudadana no se limi-
ta al dmbito electoral, sino amplia su radio de accién en la deteccién
y resolucién de problemas sociales. En este sentido, la sociedad civil
representa la plataforma de despegue de la democracia. Visualizar asi a
la sociedad civil es identificar en ella un espacio donde se pueden en-
contrar nuevos espacios de consenso y nuevas fuentes de legitimidad.
Para el académico de la EGAP, estos pueden alcanzarse mediante la to-
lerancia y el debate. A través del didlogo, los actores pueden llegar a un
acuerdo y tomar en ese sentido una decisién que afectard a todos de una
manera positiva o negativa, directa o indirecta.

En paises donde la toma de decisiones es producto del didlogo y la
negociacién se presenta un cambio importante en la relacién gobierno-
sociedad. En esta nueva relacién entre gobernante y gobernados, la accién
publica se convierte en un elemento clave. Para Alejandro Nieto (2008,
citado por Marifiez, p. 102), una accién publica es entendida: “como
accién colectiva en que actores gubernamentales y no gubernamentales
forman parte conjunta del proceso en torno a un asunto publico, la ac-
cién publica puede verse como un proceso de gobernanza en red”.

La segunda parte de esta obra, “Casos de pricticas de politica pabli-
ca’, abre con el capitulo “(In)Seguridad publica y violencia: un ejemplo
de accién NO publica. El caso de Nuevo Ledn, México”. Ahi el autor
analiza una politica ptblica implementada en 2008 por el entonces go-
bernador José Natividad Gonzélez Pards para combatir los problemas
de violencia e inseguridad a causa del crimen organizado y de la de-
lincuencia comin. Como parte de esa politica publica, se reformé la
Ley de Seguridad Publica para el Estado de Nuevo Leén. Aunque las
enmiendas garantizaban una relacién entre los tres érdenes de gobier-
no, asi como la participacién de la ciudadania a través de los Consejos
de Participacién Ciudadana, a final de cuentas se traté de una politica
carente de una coordinacién intersectorial entre los tres érdenes de go-
bierno. La participacién ciudadana, a su vez, resulté fugaz, pues al poco
tiempo los Consejos de Participacién Ciudadana dejaron de funcionar.
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En el siguiente capitulo, el séptimo, “Didlogo, participacién y de-
cisién publica: el desencuentro entre gobierno y ciudadanos”, se senala
que en 2005 el gobierno de Nuevo Leén tomé la decisién de ampliar la
Linea 2 del servicio publico de transporte colectivo Metro hacia el mu-
nicipio de Escobedo, pasando por los municipios de San Nicolds de los
Garza y Apodaca. Pese a que la poblacién percibia la saturacién vial como
un problema real, la politica publica implementada por Gonzélez Pards
encontrd oposicion por parte de la ciudadania, la cual recurri6 a diversos
medios para detener esta obra. La postura mds extremista del movimiento
vecinal consisti6 en la ocupacién de un tramo de la avenida Universidad,
cerca del drea de trabajo donde estaban instalados los equipos y maquina-
ria de la empresa contratista Siemens y Grupo Garza Ponce. La respuesta
del gobierno consisti6 en la utilizacién de la fuerza publica, bajo el argu-
mento de que esos bloqueos impedian la programacién de la obra.

Como sefiala Marifez Navarro, la participacién de la ciudadania se
limit4 a la generacién de propuestas. Los ciudadanos se percibieron solo
como receptores de la accién gubernamental. Ademds, ni los actores
sociales ni los gubernamentales siguieron procedimientos tendientes a
la solucién del conflicto.

En la primera parte del octavo capitulo, “;Es relacional la politica
de desarrollo Ciudad Internacional del Conocimiento de Monterrey”?,
el autor analiza varias politicas publicas que se llevaron a cabo en la
zona metropolitana de Monterrey, conformada por nueve municipios
neoloneses, de manera relacional gracias a su capital social, el cual hace
referencia a relaciones institucionales de cooperacién entre la sociedad
y el Estado.

En la segunda parte del capitulo, Marinez resalta la importancia del
proyecto Ciudad Internacional de Conocimiento de Monterrey, pero
también senala algunos factores que han impedido su realizacién.

Aunque personal del gobierno de Nuevo Leén y del Instituto Tec-
nolégico y de Estudios Superiores de Monterrey han coincidido en que
el proyecto de la: “ciudad de conocimiento es una gran alianza entre
los diferentes sectores de la comunidad para detonar una economia
en la que el conocimiento es creado, transmitido, adquirido y usado
mids efectivamente por sus ciudadanos y su organizacién con el fin de
promover el desarrollo econémico y social de la propia comunidad”
(Tecnolégico de Monterrey/Egap-Gobierno de Nuevo Leén, 2005, ci-
tado por Marifiez, p. 162), nuestro autor refiere que ese plan no se ha
concretado debido a que si bien los actores ya estdn definidos, los tipos
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de relaciones entre ellos carecen de interdependencia, lo que hace impo-
sible el intercambio de recursos.

El dltimo capitulo contiene el andlisis comparativo efectuado entre
la municipalidad de Belén, Costa Rica, y el municipio neolonés de San
Pedro Garza Garcia. Se trata de dos regiones distintas en términos de
densidad de poblacién. San Pedro Garza Garcia sextuplica el ndmero
de habitantes de Belén. En algunos indices socioeconémicos, la muni-
cipalidad costarricense se encuentra en desventaja frente a San Pedro
Garza; su baja escolaridad es muestra de ello.

Los programas comparados fueron: Aqui decidimos juntos los jé-
venes y los Presupuestos participativos, en el caso de San Pedro Garza
Garcia. De la municipalidad de Belén se eligieron: Programa capullo y
Belén 2030.

Las variables en que se apoy¢ la investigacién fueron la trasparencia,
la comunicacién y la participacién ciudadana en el proceso de puesta en
marcha de estos programas publicos.

Llama la atencién que Costa Rica, un pais altamente centralizado
en la toma de decisiones, haya arrojado mejores resultados en cuanto a
participacién ciudadana. En San Pedro Garza Garcia la participacién en
la politica publica solo se dio en la fase de la construccién de la agenda
pero no en la puesta en marcha ni en la evaluacién. En contraparte, en
Belén la participacion se plasmé en la identificacién de los problemas
publicos, en la construccién de la agenda y en la fase de la implemen-
tacién. También se detecté que la comunicacién entre el gobierno y
los ciudadanos de la municipalidad de Belén es mds comin que la que
tienen sus contrapartes en San Pedro Garza Garcia.

En regimenes de transicién a la democracia, como es el caso de
México, la revisién tedrica de Marinez Navarro resulta oportuna por-
que pone al descubierto la importancia que adquieren no solo las re-
formas electorales sino las relacionadas con la administracién publica.
En el caso de esta dltima, son necesarias reformas que consideren una
nueva relacién entre gobernantes y ciudadanos, pero también entre go-
bernantes y funcionarios. Deben ser reformas con cierta ingenieria ins-
titucional que garanticen la participacién real de la sociedad civil, pero
también que contemplen mecanismos de control hacia los ejecutores de
las decisiones publicas. Para ello, la conquista del derecho a la informa-
cién resulta imprescindible.
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